


Honorable Cámara de Diputados
    Provincia de Buenos Aires

PROYECTO  DE LEY
EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY

Artículo 1°: Modifíquese el inciso 28 del artículo 13 de la Ley  12.061                     ------------------ - Estableciendo la Creación del Ministerio Público - y sus modificatorias, el que quedara redactado de la siguiente manera:
28. Del control de gestión: realizar la evaluación de gestión de cada uno de los órganos integrantes de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia, en cuanto a la calidad, eficiencia y eficacia de la misma, determinando reglamentariamente estándares, considerando los indicadores que se determinan en la presente, las particularidades de cada órgano y de los procesos en los que entienden.
Indicadores de Gestión: Para efectuar esta tarea, la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia deberá considerar respecto de cada órgano los siguientes indicadores de gestión: 

1. La duración total de los procesos y de cada una de las etapas de los mismos.
1. El cumplimiento de los plazos establecidos para el dictado de resoluciones.
1. La carga de trabajo; la congestión y los asuntos pendientes.
1. La asistencia al lugar de trabajo del magistrado a cargo.
1. Funcionarios y personal con que cuenta el órgano y asistencia al lugar de trabajo.
1. Todo otro indicador que reglamentariamente se establezca, poniendo especial atención en la cantidad de juicios abreviados, y en especial los archivos previstos en el artículo 58 de la presente ley.

La Evaluación de Gestión será realizada en base a informes relacionados con las tareas e inspecciones que la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia lleve a cabo a través de la dependencia respectiva.

Artículo 2°: Modifíquense los artículos 55, 58, 61, 64, 69 y 70 de la Ley 12.061     ---------------- y sus modificatorias, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

Artículo 55 - Durante la Investigación Penal Preparatoria se atenderá al principio de economía procesal en la recolección de pruebas, pudiéndose prescindir, fundadamente, de la instrumentación de aquellas que se consideren innecesarias para requerir la elevación a juicio.
Para la incorporación de la prueba y realización de diligencias no serán necesarias otras formalidades que las indispensables para garantizar la validez y entidad convictiva de los actos.

Artículo 58 - Los legajos fiscales, en su oportunidad  y por razones fundadas por escrito y previa conformidad del Fiscal de Cámara serán remitidos al archivo, debiendo procederse a su destrucción al cumplirse los plazos que a los mismos fines se establecen para la causa principal.
Artículo 61 - Dirección de la actuación policial. Diligencias urgentes: En aquellos casos en los que la demora en proceder pudiere perjudicar gravemente el éxito de la investigación, el Fiscal interviniente comisionará a un miembro de la Policía Judicial o de la policía en función judicial, hasta que se instrumente la creación efectiva de la primera, para que se constituya en el lugar del hecho con el objeto de controlar el cumplimiento de las instrucciones impartidas a los preventores. En tales casos, los funcionarios policiales en función judicial deberán practicar las diligencias que aparecieren urgentes a los fines de preservar el objeto de la investigación debiendo comunicarlo al agente fiscal. Para el registro de lugares o requisas de personas deberán requerir la autorización correspondiente al fiscal interviniente, quien a su vez la solicitará al juez de garantías.
Artículo 64 - Escena del delito. En los delitos que configuren graves atentados al bien jurídico protegido, o los que señale en su caso el fiscal de guardia, el representante del Ministerio Público encargado se constituirá de inmediato en el lugar del hecho y tomará conocimiento directo, de cosas o personas, debiendo disponer la realización de las diligencias tendientes a encarrilar la investigación, de acuerdo a la verificación efectuada. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para el adecuado resguardo del material probatorio que se pudiere recoger en el lugar y especialmente evitara la intrusión de cualquier persona no autorizada expresamente que pudiese eventualmente modificar rastros.
En los casos previstos en el párrafo anterior o cuando el fiscal lo requiera, los miembros de la Policía Judicial deberán constituirse de inmediato en el lugar del hecho.

Artículo 69 - Indicaciones para el trámite abreviado. A fin de requerir el trámite de juicio abreviado, en cualquier etapa del proceso desde la aceptación del cargo del defensor designado, el fiscal podrá entrevistarse en audiencia con el imputado y su defensor por su propia iniciativa o a requerimiento de éstos de lo que se dejará constancia en acta de las manifestaciones de las partes.
En la solicitud, el fiscal deberá considerar las probanzas recogidas durante la investigación penal preparatoria, no siendo necesaria la confesión del imputado.

Artículo 70 - Recursos. El mismo fiscal encargado de la investigación o el que participó en el juicio intervendrá también en el trámite de los recursos. En todos ellos, el fiscal estará obligado a impugnar la decisión absolutoria del Juez o Tribunal.
En el trámite del recurso de Casación intervendrá el fiscal actuante por ante ese tribunal, con la debida asistencia y colaboración del fiscal encargado de la investigación o el que participó en el juicio.

Artículo 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
La Suprema Corte dispuso que Juzgados y Cámaras de Apelaciones deberán realizar informes mensuales sobre las causas que tramitan y cuántas han sido resueltas, en el marco de un programa de control de gestión sobre distintos organismos judiciales.
Con esta decisión, los órganos judiciales estarán obligados, por ejemplo, a notificar a la Secretaría de Planificación de la Suprema Corte los datos sobre ingreso, egreso y remanente de causas en cada mes, como así también los referidos a la fijación y realización de audiencias.
El Alto Tribunal advirtió además que en caso de incumplimiento de los titulares de juzgados y cámaras, se dará intervención a la Subsecretaría de Control Disciplinario. Esto es, se podrían aplicar sanciones a los magistrados que incumplan con lo dispuesto por la Corte.
La resolución de la Corte está sustentada en la Ley 13.629 que hace algunos años estableció el control de gestión en cada uno de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial en cuanto a la calidad, eficiencia y eficacia de los mismos.
Y en ese marco, se establecieron indicadores de gestión que toman en cuenta la duración total de los procesos, el cumplimiento de los plazos para el dictado de resoluciones, la carga de trabajo, congestión y asuntos pendientes, entre otros.
Desde diciembre de 2007, el máximo tribunal bonaerense creó la Secretaría de Planificación, la cual quedó a cargo de las tareas inherentes a la recolección de información estadística de los diversos órganos jurisdiccionales.
¿A qué apunta este control de gestión? "La información estadística resulta imprescindible para diseñar la política judicial, ejercer el efectivo gobierno de la organización y emprender proyectos de mejora en el desempeño" de los diversos organismos judiciales, sostiene la resolución del máximo tribunal provincial.
Creemos necesario incluir entre los indicadores contemplados en el inciso 28) la aclaración formulada en el agregado que se proyecta.
A la vez, el presente proyecto de ley, aspira a modificar esencialmente las atribuciones del ministerio público fiscal, en base a las consideraciones de carácter teórico que pasamos a exponer.
   De allí la recurrencia en el proyecto a intentar limitar la atribuciones de los fiscales, en mérito a la preeminencia del principio de legalidad y al fortalecimiento del sistema de seguridad. propiciando la disminución de funciones discrecionales y la toma de decisiones fundadas.  Reafirma el principio de oralidad evitando en cuanto sea posible la confección de modalidades escriturarias.
   También se pretende afianzar las medidas conservatorias de la prueba.
   Un tema que no escapa al proyecto es el de dar publicidad y control a las actuaciones.
   Un tema que seguramente ofrecemos al debate y  creemos necesario exponer es la necesaria apelación de decisiones absolutorias, en el entendimiento que se representa a los intereses generales de la sociedad y del principio de legalidad. Esto no contradice la objetividad del proceder fiscal.
   El que debe ser “imparcial” es el juez en el sistema acusatorio adoptado por nuestro sistema, no es el agente fiscal.
   En esa línea de pensamiento también se inscriben las otras  modificaciones que hemos propuesto, en cuanto al control de gestión, y quizás el más trascendente que acompaña como proyecto separado que es el de modificar la estabilidad de los agentes fiscales.
   Creemos que podría haberse formulado una propuesta modificatoria única, pero preferimos hacer en proyectos separados dadas las temáticas de cada uno.
   La doctrina apoya nuestras posturas.
    “Según qué sistema procesal penal se adopte, variará la forma en que pueden iniciarse las investigaciones, cómo se provoca la intervención de un juez, qué debe acontecer para llegar a un juicio y a una condena, qué sujetos del proceso tienen que actuar y cómo, qué efectos tienen la acción o inacción de las partes, todo eso armonizando los derechos de la sociedad a que los delitos sean castigados, con los de defensa y debido proceso de los imputados.
    En los casos en que además se afectan intereses de la sociedad o bienes jurídicamente protegidos por normas penales de acción pública, es necesaria una intervención de algún órgano del Estado que detentando el poder reguladamente, restituya el anterior estado de cosas.
    La persecución penal como se dijo, está monopolizada por el Estado, que ejerce este poder aplicando formas disuasivas de determinadas conductas, entre las que se incluye la imposición de castigos.”
    Los sistemas procesales suelen clasificarse en:
    a) Sistema inquisitivo -que es un modelo con resabios absolutistas-.
     b) Sistema mixto -adoptado por el actual Código Procesal Penal de la Nación-.
     c) Sistema acusatorio –que implica una clara diferenciación entre la función persecutoria y la decisoria y en el que el Ministerio Público es la figura de máxima relevancia, que es el que se adoptó en el esquema institucional de la Provincia de Buenos Aires.
     La imparcialidad es una de las condiciones de que el Juez debe estar siempre revestido, y esa imparcialidad es esencialmente incompatible con la función de acusar, por lo que si el Ministerio Público Fiscal o el querellante no instan la acción, no debería poder hacerlo el Juez
     Se sostenía que el Ministerio Público Fiscal no era tanto una parte, sino un órgano de persecución que debía obrar en forma objetiva “e imparcial”, con la misión de colaborar con el Juez en la averiguación de la verdad y con la obligación de proceder tanto en contra como a favor del imputado.
      Reiteramos que en los sistemas acusatorios, procurando preservar la objetividad e imparcialidad del Juez, se diferencian marcadamente las funciones persecutorias de las decisorias.
      Para garantizar la igualdad es necesario que la persecución de conductas que afectan el orden social o bienes jurídicos en general, sean perseguidas sin distinciones. 
       Para lograr eso, no se puede dejar la persecución en manos de la víctima o de los particulares, sino que es necesario que esta tarea sea ejercida por un órgano del Estado organizado y especializado; ese órgano es el Ministerio Público Fiscal.
       El Ministerio Público Fiscal se torna así en una figura de la máxima relevancia, porque es el titular de la acción, lo cual implica que tiene a su cargo la selección de los casos que va a llevar a los tribunales, su investigación y la acusación, es decir que es el encargado de la persecución penal.
       Esa distribución de roles torna al Juez en autoridad de control de cumplimiento de las garantías, de tal manera, el Fiscal reúne la prueba de cargo y el Juez la valora al elevar a juicio la causa, escuchando antes al defensor. Luego ese esquema se repite en la etapa del juicio, en la que ambas partes – acusación y defensa- en igualdad de condiciones ofrecen prueba y alegan sobre ésta, para que el Tribunal pueda dictar sentencia
        De acuerdo a su inserción en el sistema de organización de los poderes del Estado, previsto en nuestra legislación, el Ministerio Público Fiscal es un órgano dependiente,  del poder judicial 
         El Ministerio Público Fiscal es independiente, pero cada Fiscal no lo es respecto de sus superiores y del Procurador General, sino que hay una organización jerárquica -a diferencia de lo que ocurre entre los jueces- que es necesaria para que la actuación sea coherente. Este aspecto es traducido enlas modificaciones normativas propuestas.
         La instrucción general primordial vigente es aquella por la que los Fiscales en caso de duda en la interpretación de una norma, deben optar por aquella que les permita mantener viva la acción, manteniendo la persecución en defensa de los intereses de la sociedad y el principio de legalidad.
         Pero en nuestro sistema provincial ello no ocurre. De tal forma, los Fiscales cuentan con un margen de discrecionalidad que les permite desistir de la acción en ciertos casos en que consideran fundadamente (con nuestra propuesta) que no hay pruebas o que el hecho probado es atípico. Vale decir que el Fiscal, en el sistema actual, no tiene una obligación de instar la acción como sea sólo porque está ante un expediente con una denuncia, lo cual sería carente de razonabilidad.
         En síntesis, en caso considerar que el hecho probado no es delito, ese margen de discrecionalidad con que cuentan los Fiscales, les permite no instar la acción, pedir el sobreseimiento o la absolución fundadamente, según en qué etapa del proceso se encuentren, 
Además de investigar para concretar la acusación, tiene un deber de velar por conseguir toda la prueba, incluso aquella que beneficia al imputado y de velar por que ninguno de los derechos del imputado sea menoscabado e incluso en ocasiones, de recurrir a favor del imputado. Esto implica que un mismo agente deberá defender intereses contradictorios, y ese es un punto de partida erróneo, porque nadie puede representar a la vez intereses contrarios en ningún ordenamiento jurídico. Además queda diluido el carácter contencioso del juicio.
Los sistemas acusatorios nítidos no obligan al Fiscal a velar por los derechos del imputado, sino que procuran una mejor garantía de defensa colocando al imputado y su defensa en igualdad de condiciones con el Fiscal, y generalmente contienen normas relativas a la promoción y protección de los intereses de las víctimas a cargo del Ministerio Público.
Eso hace que el  Ministerio Público Fiscal, con el actual sistema, aún no ha asumido como propio el compromiso con la seguridad ciudadana; los Fiscales de inferior jerarquía tienen de hecho y aún dentro del esquema jerárquico descripto, una autonomía que dificulta el trazado y cumplimiento de políticas criminales desde la jefatura del Ministerio Público Fiscal, y entonces e entiende por qué muchos Ejecutivos se encuentran con las manos atadas frente a los reclamos de seguridad ciudadana.
El margen de discrecionalidad con que cuenta el Fiscal para desistir de la acción cuando se encuentra ante hechos que “a su criterio” no constituyen delito.
Creemos que los pedidos absolutorios del Fiscal deben soportar un control de razonabilidad que está a cargo de sus superiores jerárquicos quienes también de ese modo asumen responsabilidad en la decisión,  y obviamente de los jueces. 
Principio acusatorio y principio de oportunidad o dispositivo, no son sinónimos ni van necesariamente juntos. El principio acusatorio es como ya se dijo, el sistema según el cual el órgano que juzga es distinto del que investiga y acusa. El principio dispositivo es aquél según el cual los órganos judiciales seleccionan qué delitos llevar a juicio de oficio y sancionar, y cuáles no, cuándo «se dispone» de la acción.
La decisión de qué casos llevar a juicio no es del Fiscal que interviene en el caso en forma autónoma, porque es una decisión de política criminal que lo excede y que debe ser tomada por el Jefe del Ministerio Público Fiscal y debe ser cumplida por todos los Fiscales por igual. Esa decisión involucra elegir qué bienes y qué valores deben ser más protegidos en determinado momento.
El estudio, investigación, análisis, verificación y compulsa de los hechos, relaciones, peritajes y/o fenómenos vinculados a los casos concretos deben realizarse con objetividad; y la apreciación y valoración de las actuaciones, motivaciones, acción, voluntad, participación de las personas, de lo cual se desprendan responsabilidades de las partes, esto es, agraviado e imputado, deben apreciarse con imparcialidad
Alberto Bovino, cuyo pensamiento parte de la idea que la objetividad es una ficción. Precisa que “La noción de persecución desinteresada, imparcial u objetiva, diluye el carácter contencioso del caso y, al mismo tiempo, relativiza el valor de los intereses, derechos y garantías del imputado. Aceptado el carácter objetivo de la tarea persecutoria, la actividad procesal orientada a la reconstrucción de la verdad acerca del hecho imputado puede ser ejecutada unilateralmente, a través de la perspectiva neutral del órgano estatal encargado de la persecución, que sólo conoce una sola manera de evaluar las circunstancias del caso.
“La objetividad atribuida al interés persecutorio también afecta el significado central del derecho de defensa. El derecho de defensa requiere que exista la posibilidad de oponerse a la actividad procesal persecutoria, de contradecir al acusador, pero no se dirige a convencer al acusador, sino a convencer al tribunal imparcial que decidirá el caso. Si se transforma el derecho de defensa en la mera posibilidad de convencer a quien debe resolver el caso y, además, ejercer facultades a favor del interés persecutorio, expresivas de un compromiso anticipado con la hipótesis acusatoria, se degrada el contenido de este derecho fundamental y, además, se restringe sus posibilidades efectivas de realización eficaz.
Auspiciamos, entones, en el proyecto en cuestión la disminución de las subjetividades y de asunción de responsabilidades.
Por las consideraciones vertidas se solicita a los señores legisladores el acompañamiento a los efectos de la aprobación del Proyecto de Ley adjunto. 
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